LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. FRANCISCO JAVIER RAMIREZ ACUÑA;  GOBERNADOR CONSTITUCIONAL  DEL  ESTADO  DE  JALISCO.

CON FECHA:   04/01/16

DECRETO:   20514

CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, que es a cargo de los suscritos, le fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen la Iniciativa de decreto que reforma el artículo 111 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, misma que fue presentada por el titular del Poder Ejecutivo, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña, proyecto que se dictamina en esta oportunidad de acuerdo a los siguientes: 

ANTECEDENTES


I.-  Que mediante oficio sin número, de fecha 23 de febrero del 2004, signado por el Dip. Pedro Ruiz Higuera, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, se enviaron al Dip. José María Martínez Martínez, para los efectos del artículo 107, párrafo 1 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, las siguientes iniciativas; Iniciativa de decreto que reforma el artículo 111 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por el titular del Poder Ejecutivo, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña: Iniciativa de ley que crea la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios presentada por la Dip. María del Rocío Corona Nakamura; Iniciativa de Decreto mediante el cual se reforma el artículo 54 bis y se adicionan los artículos 45 bis y 54 ter de la Ley para los Servidores Públicos del Estado e Jalisco y sus Municipios, presentada por el Dip. Mario Alberto Salazar Medina e iniciativa de decreto que crea el Comité Técnico de Valoración Salarial, como un órgano técnico auxiliar del H. Congreso del Estado de Jalisco, presentada por la Dip. Celia Fausto Lizaola. 


II.- Que en la sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, celebrada el día 17 de marzo del 2004, se turnó al Dip. José María Martínez Martínez, para los efectos del artículo 107, párrafo 1 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, la iniciativa de ley que reforma el párrafo cuarto del artículo 18 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, presentada por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

III.-  Que el C. gobernador del Estado, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción II, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 147, párrafo 1, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentó el pasado 16 de febrero del 2004, iniciativa de decreto que reforma el artículo 111, de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 


IV.- Que entre las propuestas presentadas por el C. Gobernador del Estado, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña, destacan las siguientes:

a).-  Es un hecho notorio por todos conocido, que el otorgamiento arbitrario de bonos, gratificaciones, compensaciones, ayudas e incentivos que se otorgan los funcionarios al final de cada administración pública, han infringido los límites legales existentes y los principios jurídicos indeterminados previstos en nuestra legislación, abusando de un poder discrecional que no se ha ejercido en aras del interés público, en forma razonada y equitativa, por lo cual inmediatamente se debe poner freno a esas conductas indeseables e indignantes para la sociedad en general y el objeto de esta iniciativa es precisamente proponer a esa honorable representación popular la eliminación de prestaciones económicas denominadas bonos o figura similar, de fin de gestión pública, percepción diferente de la remuneración que normal y ordinariamente debe corresponder a los funcionarios públicos.


b).-  Es de considerarse que tanto los funcionarios de elección popular, como aquellos que fueron invitados a participar y colaborar en el ejercicio del poder público, como lo son los servidores públicos de confianza considerados de primer nivel, saben de antemano que su estancia es por un periodo constitucionalmente determinado y su permanencia en la gestión pública no es para siempre. Esta situación debe encontrarse presente en el ánimo de toda persona que accede a un puesto público con esas características, conscientes de que su participación debe ser para corresponder a la satisfacción de los intereses colectivos en el tiempo que dure su encargo y no para beneficios personales. 

c).- Asimismo con pleno conocimiento de que su remuneración será acorde con sus funciones, que garantice una percepción económica digna y suficiente para tener una vida honesta, y evitar así la corrupción que producen los salarios que no otorgan un mínimo de bienestar al que los percibe. De lo que se debe deducir el principio de que los altos puestos en el Gobierno no son para enriquecerse, sino para asumir las responsabilidades más importantes con la convicción de cumplir los fines del Estado. 

De ahí que los jaliscienses con verdadera vocación, capacidad y honestidad, son los que deben ser llamados para desempeñar los cargos en el gobierno. 


d).-  Por otro lado, no existe justificación de naturaleza pública para autodeterminarse en los presupuestos de egresos, beneficios adicionales a los que se tiene derecho, pues el gasto que así se realiza no obedece al postulado constitucional de reciprocidad entre contribuciones y gasto público, en virtud de que no se refleja un beneficio colectivo o para la sociedad en general. Sino sólo para el funcionario que está recibiendo esa compensación económica. 


e).-  Uno de los principios rectores del gasto público, es el de certeza o de realidad, seguido del de motivación, actualmente previstos en los artículos 79 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal y 18 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, principios que entrañan el vinculo inmediato de la efectividad del gasto, según el cual las necesidades públicas y su satisfacción han de tener un fundamento veraz, vale decir, que no es admisible la autorización de un gasto que no responda a una existencia real de la convivencia humana, lo que basta para descartar erogaciones que impliquen la satisfacción de intereses particulares o que emanen del capricho o de la arbitrariedad de los gobernantes. 

Dentro del presupuesto de gasto público se encuentra prevista la partida que será destinada a cubrir las remuneraciones de todos los funcionarios públicos: el como determinarlas debe obedecer a los principios constitucionales de anualidad, adecuación y equidad.


V.-  Que de conformidad con el artículo 107, párrafos 3, 4 y 5 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el Dip. José María Martínez Martínez, pone a consideración de los integrantes de esta comisión, el siguiente proyecto de dictamen, para su discusión y votación. 

VI.-  Una vez estudiados los puntos que integran la iniciativa en comento, la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos propone las siguientes:

CONSIDERACIONES

I.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, la  Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, tiene por objeto conocer de los asuntos relativos a reformas planteadas a leyes reglamentarias u orgánicas de dispositivos de la Constitución Política del Estado y los que la Constitución Federal le autorice reglamentar; 

II.-  Que los análisis, consideraciones y argumentos que, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Legislativo, presenta el Dip. José María Martínez Martínez, a esta comisión legislativa, para que en su caso y previa discusión y votación los haga suyos, son los siguientes:


a). Después de haber analizado detenidamente las iniciativas comentadas, consideramos pertinente que en este dictamen nos avoquemos únicamente al estudio de la iniciativa que reforma la Constitución dado que las reformas a nuestra norma básica y fundamental responden a un procedimiento distinto, donde participan el Congreso del Estado y los 124 municipios de la entidad, conforme al artículo 117 de la Carta Fundamental Jalisciense.

Así, los diferentes tiempos y personas que confluyen en una reforma constitucional y en una reforma legal hacen necesario que se estudien por separado ambas, recogido este criterio además, por la propia Ley Orgánica del Poder Legislativo, en su artículo 157, párrafo 3. 


Es por esto, y acorde a una adecuada técnica legislativa que las iniciativas en estudio, serán objeto de dos dictámenes distintos, dedicándose el presente, como ya se señaló con anterioridad, al estudio de las reformas propuestas, por el C. Gobernador del Estado, a la Constitución Política del Estado de Jalisco. 


b).-  Entrando al análisis de las propuestas de reforma constitucional, los diputados integrantes de esta comisión apreciamos el propósito que impulsa al autor de la misma para reformar el marco normativo constitucional que sienta las bases de los sueldos y prestaciones que perciben los servidores públicos de los Poderes del Estado, Organismos Constitucionales Autónomos, Ayuntamientos y sus dependencias y entidades. 

En efecto, consideramos que la iniciativa responde a la exigencia clara y absoluta de la sociedad, para que se realicen los cambios necesarios que impliquen la desaparición de bonos anuales, bonos de marcha, gratificaciones por fin del encargo o prestaciones de similar naturaleza. Es claro, como señalamos, este sentir social, mismo que se traduce en un no rotundo a este tipo de manifestaciones que lastiman y afectan a la colectividad, a la par de propiciar en la ciudadanía, una pérdida de confianza en las cuestiones públicas que a todos nos atañen. 

Pero más allá de este reclamo social o inclusive, de que se trata de un tema de actualidad, la cuestión de la eliminación de este tipo de prebendas, que como acertadamente lo establece el C. Gobernador del Estado, han infringido los límites legales existentes y los principios jurídicos previstos en nuestra constitución, es un tema de conciencia y sobretodo, de entender en su real dimensión lo que implica el servicio público, que en su misma acepción nos lo dice: servir. Es como también atinadamente lo establece el titular del ejecutivo Estatal: la participación en el servicio público debe ser para corresponder a la satisfacción de intereses colectivos en el tiempo que dure su encargo y no para beneficios personales. 


De esta forma, creemos que es impostergable para este órgano legislativo, el establecimiento en nuestro marco jurídico, de normas claras que eviten que los servidores públicos otorguen o reciban percepciones diferentes a la remuneración que normal y ordinariamente debe corresponder a su función. 

c). Por tanto, saludamos la intención del C. Gobernador del Estado, por realizar este esfuerzo en el marco de la ley, con una adecuada técnica legislativa y sobretodo, dejando de lado apasionamientos que a nada nos llevan. En efecto, no podemos, con el pretexto de solucionar un problema, violentar la ley o dejar de lado los principios que nos dan vida y sustento como Estado de Derecho. 


Así, consideramos totalmente afortunado y recalcamos, acorde a una adecuada técnica legislativa, el reformar la Constitución, ley de leyes y  norma de normas de nuestra entidad, para establecer claramente lo que implica y los requisitos que deben satisfacer las remuneraciones que por sus labores reciben los servidores públicos. 


Con esta reforma a la Constitución, en los términos que propone el C. Gobernador del Estado, queda claro a nivel constitucional, que todos los servidores públicos deberán contentarse con la remuneración establecida anual y equitativamente en los presupuestos correspondientes, estableciéndose a la vez las sanciones para el caso de que se incumpla este supuesto, recordando obviamente, que esta reforma deberá impactar la legislación secundaria, con el fin de respetar el principio de supremacía constitucional y sobretodo, para evitar lagunas legales que permitan el otorgamiento irregular de bonos o gratificaciones. Lo que buscamos es que cuando un servidor incurra en estos actos, su conducta no pueda excusarse en omisiones legales y que por tanto, pueda ser sancionado conforme a los procedimientos y términos establecidos en la ley.

d). De esta manera, consideramos que el primer paso de esta gran reforma, que implica desaparecer del Estado de Jalisco, cualquier percepción irregular, es la modificación de la Constitución Política del Estado de Jalisco. Consideramos así oportuno que se señale en nuestra Carta Fundamental que los presupuestos de egresos, únicos cuerpos donde puede estar contenido el monto exacto de las percepciones de los servidores públicos, requieren para su validez, cumplir con los principios de austeridad, disciplina presupuestal, racionalidad, proporcionalidad, certeza y motivación. 

Volvemos a establecer que, con base a estos preceptos, se deberán reformar las leyes secundarias que norman la formación y expedición de estos actos materialmente administrativos, a la par de cambiar el actuar de las autoridades que los generan, so pena de incurrir en responsabilidad, misma que como ya señalamos, se sancionará en los términos de las leyes aplicables a la materia. 


e). Así, nuevamente saludamos y reconocemos la intención del C. Gobernador del Estado de Jalisco, Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña, por reformar nuestra Carta Magna, estableciendo desde este cuerpo normativo, un no rotundo para bonos y gratificaciones irregulares. Consideramos que los puntos de la iniciativa en comento son totalmente viables, sin embargo a nuestro juicio requieren de algunas adiciones, con el fin de clarificarlos y fortalecerlos, mismas que a continuación se establecen. 

f). Se propone establecer en el primer párrafo del artículo 111, a todos los altos funcionarios del Estado de Jalisco y sus Municipios, en este caso, incluyendo a los integrantes de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, organismo constitucional autónomo. Así, se pretende que quede claro que esta reforma obliga a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, a la Comisión Estatal de Derechos Humanos, al Consejo Electoral del Estado, a los Ayuntamientos y al cúmulo de dependencias y entidades que los auxilian, entendiéndose por estas: las procuradurías, secretarías, órganos desconcentrados, organismos públicos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o municipal mayoritaria, es decir, todas las autoridades que existen en nuestra entidad, cualquiera que sea su naturaleza o régimen jurídico.


g). Proponemos establecer en ese mismo párrafo, que estos servidores públicos reciben una remuneración adecuada, equitativa e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que se compone del sueldo y las prestaciones establecidas en la ley, misma que será determinada anualmente en los presupuestos de egresos del Estado, de los municipios o de los organismos descentralizados, según corresponda.


La adición consiste en definir claramente de que consta la remuneración, es decir, el sueldo y las demás prestaciones de ley. Con esto, se relaciona lo dispuesto en nuestra Carta Magna estatal, con lo señalado por la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios. Además, con esta redacción se logra otro efecto: cualquier prestación que reciban los servidores públicos, no sólo debe estar contenida en el presupuesto de egresos correspondiente, sino también tener fundamento legal. Así, el servidor que reciba cualquier percepción que no tenga estas dos características incurre en responsabilidad. 

A la par de señalar los principios con los que deben cumplir los presupuestos de egresos, mismos que atinadamente define el C. Gobernador del Estado y que consisten en austeridad, disciplina presupuestal, racionalidad, proporcionalidad, certeza y motivación, consideramos oportuno establecer que además, deben cumplir con los demás requisitos establecidos en la ley. 


Con esto se busca que los Poderes, organismos, ámbitos de gobierno o entidades que gozan de autonomía presupuestal conforme a nuestro marco constitucional, no entiendan precisamente esa garantía como omnímoda, sino por el contrario, regida, no por caprichos, sino por el texto exacto de la ley.


Atento a lo anterior, se propone adicionar también el señalamiento expreso de que los presupuestos de egresos de los Poderes Legislativo y Judicial, serán ejercidos con autonomía y de conformidad con la ley. 


Así, buscamos que cada presupuesto de egresos que se apruebe, cumpla con la ley y sea ejemplo de esos principios anteriormente establecidos.


h). Por último y recogiendo la propuesta del C. Gobernador, proponemos establecer que queda estrictamente prohibido para las autoridades competentes, establecer en los presupuestos de egresos, bonos anuales, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración, señalando a la par, que la infracción de lo preceptuado constituye causal de responsabilidad, misma que se sancionará en la forma y términos que establezca la ley.


i). De esta forma, creemos que se da el primer paso para erradicar bonos y prebendas ilegales e inmorales, al modificar nuestra Carta Constitucional, para que así con apego absoluto y respeto a la ley, y por tanto a la división de competencias que esta asigna a las distintas autoridades, continuemos con la adecuación de las leyes que de ella emanan, demostrando a la sociedad jalisciense, que el Congreso del Estado de Jalisco, depositario del Poder Legislativo, está comprometido con la honestidad, transparencia, austeridad y responsabilidad, y que no cejará en su empeño por lograr que el servicio público sea entendido como medio y no como fin; entendido como un instrumento para lograr que Jalisco sea una tierra plena de paz, democracia, justicia social, ordenada y generosa.


Por todo lo anteriormente expuesto y de conformidad con los artículos 97, 107, 108, 157, 159 y 160 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, los suscritos integrantes  de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, sometemos a la elevada consideración de esta Asamblea, el siguiente: DICTAMEN DE LEY QUE REFORMA LOS ARTICULOS 35, FRACCION XXIV, 57 Y 111 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO. 
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